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Sobre:   
Daños y otros 

 

Panel integrado por su presidente, el Juez Sánchez Ramos, el Juez 

Candelaria Rosa, y el Juez Pagán Ocasio. 
 
Sánchez Ramos, Juez Ponente. 

 
RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 23 de abril de 2021. 

Luego de ordenar la consolidación de un caso laboral, que se 

tramitaba por la vía sumaria, con una acción ordinaria civil sobre 

incumplimiento de contrato y daños, el Tribunal de Primera 

Instancia (“TPI”) ordenó que una deposición se tomara únicamente 

en presencia de los abogados del caso laboral.  Debido a que el TPI, 

luego de presentarse el recurso que nos ocupa, deshizo la 

consolidación que había decretado, determinamos, en el ejercicio de 

nuestra discreción, que no es necesaria nuestra intervención en esta 

etapa de los procedimientos.  

I. 

 El 16 de junio de 2020, JRC Consolidated, Inc. (“JRC” o el 

“Desarrollador”) presentó una de las acciones de referencia (la 

“Demanda”, caso PO2020CV00825), por incumplimiento de 

contrato, dolo, enriquecimiento injusto, interferencia culposa con 

relación contractual, y daños y perjuicios, contra Live Oak Banking 

Company (el “Banco”) y el Sr. Daniel Jones Mendoza (el 

“Contratista”).  JRC alegó que, para el año 2017, había comenzado 

a desarrollar un hotel en Ponce, que fue financiado mediante dos (2) 
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préstamos comerciales otorgados por el Banco.  Para dicho fin, el 

Desarrollador contrató a Jones Construction, Inc., y el Contratista 

fungió como el gerente del proyecto hasta enero de 2020.   

El Desarrollador alegó que dio por terminada la relación con 

el Contratista porque el proyecto no avanzaba con la celeridad que 

se había contemplado para completarlo.  Además, se alegó que el 

Contratista, siendo un tercero ajeno a la relación contractual entre 

JRC y el Banco, proveyó información falsa al Banco sobre el 

desarrollo del proyecto con el propósito de ocasionarle daños.  En 

fin, el Desarrollador sostuvo que los demandados habían 

obstaculizado el cumplimiento del proyecto de construcción, de 

manera que JRC quedó afectada en términos económicos y 

comerciales.  En la Demanda, el Desarrollador compareció 

representado por los siguientes abogados: Lcdo. José A. Andreu 

Fuentes, Lcdo. José J. Lamas Rivera, y el Lcdo. Fernando Barnés 

Rosich.    

 Al día siguiente de contestar la Demanda, el Contratista 

presentó una Demanda Contra Tercero, por difamación y daños y 

perjuicios, en contra del Sr. Joel Rodríguez Rivera (el “Empresario”; 

junto a JRC, los “Peticionarios”), su esposa, y la Sociedad Legal de 

Gananciales compuesta por ambos.  La misma fue presentada bajo 

el fundamento de que el Empresario era el único accionista y 

presidente de JRC.  Ese mismo día, el Contratista también presentó 

la otra acción de referencia (la “Querella”), por despido injustificado, 

contra JRC.  La Querella fue presentada bajo el procedimiento 

sumario contemplado en la Ley 2 del 17 de octubre de 1961, 32 

LPRA sec. 3118 et seq., y recibió el alfanumérico PO2020CV01671.   

El Contratista, en ambos casos, compareció a través del Lcdo. 

Juan E. Medina Quintana.  Sin embargo, el Desarrollador es 

representado, en la Querella, por el Lcdo. Javier Font Alvelo, no por 

los abogados que lo han representado en la Demanda.  
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 Luego de varios trámites procesales, el Desarrollador solicitó 

la consolidación de la Querella con la Demanda.  Adujo que los 

hechos que dieron pie a la presentación de la Querella son los 

mismos que dieron lugar a las reclamaciones del Contratista en la 

Demanda.  Se le solicitó al TPI que consolidara ambos pleitos bajo 

un mismo procedimiento ordinario o, en la alternativa, que los 

consolidara y mantuviera con su carácter sumario lo 

correspondiente a la Querella.   

Al día siguiente (3 de marzo de 2021), el TPI concedió lo 

solicitado y consolidó ambos casos.  Al así proceder, ordenó que los 

procedimientos continuaran en la Demanda, pues esta tenía mayor 

antigüedad.   

 Unos días luego, el Contratista notificó que tomaría la 

deposición del Empresario el 24 de marzo.  En respuesta, se le indicó 

al Contratista que algunos de los abogados del Desarrollador, en la 

Demanda, no estaban disponibles en la fecha establecida en el aviso 

de toma de deposición.  Además, se señaló que la citación no 

cumplía con las disposiciones de la Regla 27.2 de Procedimiento 

Civil, infra, que exige que la notificación se haga con al menos veinte 

(20) días de anticipación.  Por último, se sostuvo que, debido a la 

pandemia por COVID-19, la deposición debía ser tomada de manera 

remota mediante métodos electrónicos.   

 El 15 de marzo, el Contratista solicitó al TPI que ordenara al 

Empresario a comparecer a la toma de su deposición, según 

notificada en el aviso enviado.  Arguyó que el hecho de que los casos 

se hubiesen consolidado no eliminaba el carácter sumario de la 

Querella.  Además, hizo referencia a una Resolución del TPI, emitida 

en el trámite de la Querella, pero previo a la consolidación, donde se 

denegó convertir el procedimiento en uno ordinario.  A su vez, el 

Contratista señaló lo siguiente:  
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4. De una lectura al correo electrónico surge la errónea 
idea del Lcdo. Lamas quien al parecer entiende que se 

está citando a deponer al demandante en el caso de JRC 
v. Live Oak Banking y Daniel Jones Mendoza, Civil 

Núm. PO2020CV00825. No se ha percatado de que la 
deposición fue citada en el caso de la reclamación 
laboral bajo el trámite sumario. 

5. El hecho de que se haya consolidado la querella 
laboral con el caso de incumplimiento de contrato, etc., 
no significa que todos los abogados de la parte 

demandante en el Civil Núm. PO2020CV00825 pueden 
comparecer indistinta e indiscriminadamente en todos 

los casos por la misma parte. […] en la reclamación 
laboral el Lcdo. Lamas no es abogado de récord.1 

El Contratista añadió que la fecha indicada en el aviso de toma 

de deposición era hábil para el abogado del Desarrollador en la 

Querella, pues era una fecha que había sido separada para la 

celebración de la Conferencia Inicial de dicho caso.  En cuanto al 

asunto de la pandemia por COVID-19, señaló que la deposición se 

podía tomar de manera presencial, pues se tomarían todas las 

medidas necesarias para evitar cualquier riesgo. 

Al día siguiente, y sin brindarle la oportunidad a las otras 

partes de expresarse sobre lo solicitado, el TPI emitió una Resolución 

mediante la cual concedió el pedido del Contratista; el TPI expuso lo 

siguiente:  

HA LUGAR. SURGE DE LOS AUTOS EN EL CASO CONSOLIDADO 

PO2020CV01671 QUE LAS PARTES TENÍAN DISPONIBLE PARA 

VISTA EL DÍA 24 DE MARZO DE 2021 POR LO QUE SIENDO EL 

CASO UNO DE LEY 2 EL TRIBUNAL DISPONE CONFORME LA 

REGLA 27.5 Y 27.7 DE PROCEDIMIENTO CIVIL; EL SR. JOEL 

RODRÍGUEZ RIVERA DEBERÁ COMPARECER A DEPOSICIÓN CON 

TODOS AQUELLOS DOCUMENTOS QUE LE HAYAN SIDO 

REQUERIDOS SOBRE LA RECLAMACIÓN LABORAL, PARA EL 24 DE 

MARZO DE 2021, COMENZANDO A LAS 9:00 AM, CON UN 

RECESO PARA ALIMENTOS A LAS 12:00 PM, Y 

RE[AN]U[DÁ]NDOSE A LA 1:00 PM HASTA SU CULMINACIÓN EN 

LAS OFICINAS DE LA PARTE QUERELLANTE, LCDO. JUAN MEDINA 

QUINTANA, SITAS EN 2140 B[O]ULEVARD LUIS A. FERRÉ, 

PONCE, PUERTO RICO, SO PENA QUE SE LE ANOTE LA REBELDÍA.  

 El 19 de marzo, el Empresario solicitó reconsideración2;  

enfatizó el hecho de que el Contratista había hecho referencia a 

 
1 Párrafos núm. 4 y 5 de Moción en Solicitud de Orden.  Apéndice del recurso, a 

la pág. 73.   
2 Véase Moción en torno a Solicitud de Enmienda a Querella y su efecto en 
Deposición del 24 de marzo de 2021. Apéndice del recurso, a las págs. 94-96.  
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calendarizaciones y determinaciones tomadas en la Querella antes 

de su consolidación con la Demanda.  Planteó que, luego de 

consolidados los casos, toda calendarización en el proceso de 

descubrimiento de prueba debía hacerse tomando en consideración 

a todas las partes en el pleito, para poder evitar cualquier dilación o 

duplicidad en los procedimientos judiciales.   

Además, arguyó que tomar la deposición del Empresario el 24 

de marzo, según pretendía el Contratista, ocasionaría la 

fragmentación del proceso de descubrimiento de prueba.  Señaló 

que tomar una deposición parcial ocasionaría que el Empresario 

fuese depuesto en distintas fechas y circunstancias, y que ello 

resultaba contrario a la meta de mantener un proceso de 

descubrimiento de prueba ordenado, lógico y razonable.  

También se planteó que, como las reclamaciones en ambos 

casos comparten un mismo núcleo de hechos, lo que el Empresario 

declare en la deposición sería pertinente en ambos casos y, 

habiéndose consolidado los mismos, todos los abogados en ambos 

casos tenían derecho a estar presentes durante la misma.   

Luego de que las partes presentaran escritos adicionales sobre 

esta controversia, el 23 de marzo, el TPI notificó una Resolución 

mediante la cual denegó la reconsideración solicitada por el 

Empresario. 

Inconformes, el mismo 23 de marzo, el Desarrollador y el 

Empresario presentaron el recurso que nos ocupa, acompañado de 

una Moción en Auxilio de Jurisdicción.  Ese día, ordenamos la 

paralización de la toma de la deposición objeto del recurso, hasta 

tanto se dispusiera del mismo.  Asimismo, le ordenamos al 

Contratista mostrar causa por la cual no debíamos expedir el auto 

solicitado y revocar la decisión impugnada.  

Mientras tanto, y según fue informado más adelante por el 

Contratista, el 29 de marzo, en reconsideración, el TPI ordenó la 
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desconsolidación de los casos.  Razonó que había “una disparidad 

en la identidad y capacidad de los litigantes, y [que] la 

incompatibilidad del descubrimiento de prueba autorizado por ley 

en el caso ordinario con el procedimiento sumario de la querella 

laboral […]  afecta la eficacia de tramitar el descubrimiento de 

prueba de manera simultánea en los dos casos […]”3 

El 5 de abril, los Peticionarios solicitaron ante el TPI 

reconsideración de la determinación de desconsolidar los casos; el 

Contratista se opuso.  Mediante una Resolución de 8 de abril, el TPI 

denegó la reconsideración solicitada.  

El 14 de abril, el Contratista presentó ante este foro su 

Memorando en Oposición a la Expedición del Certiorari. 

II.  

El auto de certiorari constituye un vehículo procesal 

discrecional que permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar 

las determinaciones de un tribunal inferior. IG Builders et al. v. 

BBVAPR, 185 DPR 307 (2012); Pueblo v. Díaz de León, 176 DPR 913, 

917 (2009); García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005).  Distinto al 

recurso de apelación, el tribunal revisor tiene la facultad de expedir 

el recurso de manera discrecional, por tratarse de ordinario de 

asuntos interlocutorios.  Sin embargo, nuestra discreción debe 

ejercerse de manera razonable, procurando siempre lograr una 

solución justiciera.  Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 

98 (2008); Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001). 

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA Ap. V, 

R. 52.1, reglamenta en qué circunstancias este Tribunal podrá 

expedir un auto de certiorari; al respecto, dispone, en lo pertinente 

(énfasis suplido):  

El recurso de certiorari para revisar resoluciones u 

órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de 
Primera Instancia, solamente será expedido por el 

 
3 Apéndice del escrito en oposición, a la pág. 130. 
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Tribunal de Apelaciones cuando se recurra de una 
resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 de este 

apéndice o de la denegatoria de una moción de carácter 
dispositivo. No obstante, y por excepción a lo dispuesto 

anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá revisar 
órdenes o resoluciones interlocutorias dictadas por el 
Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra de 

decisiones sobre la admisibilidad de testigos de hechos 
o peritos esenciales, asuntos relativos a privilegios 
evidenciarios, anotaciones de rebeldía, en casos de 

relaciones de familia, en casos que revistan interés 
público o en cualquier otra situación en la cual esperar 

a la apelación constituiría un fracaso irremediable de la 
justicia. …  
 

La Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 

LPRA Ap. XXII–B, R. 40 (“Regla 40”), establece los criterios a 

examinar para ejercer nuestra discreción, al disponer lo siguiente:  

El Tribunal tomará en consideración los siguientes 
criterios al determinar la expedición de un auto de 

certiorari o de una orden de mostrar causa:    
 

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho.   

(B) Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema.   

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia.   

(D) Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados.   

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 
caso es la más propicia para su consideración.   

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito 
y una dilación indeseable en la solución final del litigio.   

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia.  

 

La denegación de una petición de expedición del auto de certiorari 

no impide a la parte afectada reproducir su planteamiento en 

apelación. Torres Martínez, supra. 

III. 

 La consolidación de casos tiene como propósito promover la 

economía procesal, evitar la proliferación de acciones y evitar los 

fallos judiciales inconsistentes.  Vives Vázquez v. ELA, 142 DPR 117 

(1996).   
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En el presente caso, a pesar de que el TPI ordenó la 

consolidación de los casos, dicho foro pretendió continuar 

manejando los procedimientos, incluido el proceso de 

descubrimiento de prueba, como si se tratara de casos separados.  

Presumiblemente a raíz de la presentación del recurso ante nuestra 

consideración, y de nuestra orden de paralización, el TPI determinó 

que no era viable manejar dos casos consolidados como si fuesen 

separados, por lo cual reconsideró su determinación de consolidar 

los casos y ordenó su desconsolidación.   

 En vista del trámite procesal acontecido posterior a la 

presentación del recurso, resulta innecesaria nuestra intervención.  

Como consecuencia de la desconsolidación de los casos, estos 

continuarán tramitándose de manera separada, por lo que el 

escenario procesal que subyacía la decisión impugnada ha 

cambiado de manera tal que ya no tenemos ante nosotros un asunto 

vivo sobre el cual pronunciarnos.   

Resaltamos que, bien como consecuencia forzosa de la orden 

de consolidación de los casos, o bien como resultado de haberse 

ordenado la desconsolidación en reconsideración, la Querella perdió 

el carácter sumario con el que se tramitaba, por lo que actualmente 

dicha acción se conduce por la vía ordinaria.  Adviértase que, de lo 

contrario, el TPI hubiese estado impedido de desconsolidar los casos 

en reconsideración, pues el TPI no tiene jurisdicción para 

reconsiderar decisión alguna en un caso sumario bajo la Ley 2.  

Medina Nazario v. McNeil Healthcare LLC, 194 DPR 723, 736 (2016) 

(“la figura de reconsideración interlocutoria es incompatible con el 

procedimiento provisto por la Ley Núm. 2”).     

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, se deniega el auto de 

certiorari solicitado.  
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 Lo acuerda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 

 

                                            Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
                                     Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


